Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 20 minutos.) 


-Creo que sería bueno establecer un régimen de trabajo para el tratamiento de este proyecto 
de ley. Otro de los aspectos que a mí, personalmente, me resultaría muy útil, habida cuenta de que 
tenemos el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo y un proyecto de ley sustitutivo preparado 
conjuntamente por la Bancada del Frente Amplio y por el Poder Ejecutivo, que fue presentado a la 
Comisión de Salud Pública por el señor Senador Agazzi -aclaro que el proyecto de ley no es 
estrictamente de su autoría-, sería que alguno de los colegas, o quien estuviera en condiciones, hiciera 
un relevamiento rápido acerca del contenido del proyecto de ley actual y cuáles son los elementos que 
lo diferencian del proyecto de ley original. 


SEÑOR CONDE.- ¿A qué estamos llamando “proyecto actual”? 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la Carpeta N* 920/2012 tenemos, a la izquierda, el proyecto de ley enviado 
por el Poder Ejecutivo y a la derecha, el proyecto de ley sustitutivo presentado por el señor Senador 
Agazzi en nombre de su Bancada, realizado en coordinación con el Poder Ejecutivo, denominado 
“Atención sanitaria de adictos en situación de riesgo”. 


SEÑOR MEZZERA.- Una pregunta: ¿en los hechos, este proyecto de ley viene a sustituir al que fue 
enviado por el Poder Ejecutivo? 


SEÑOR AGAZZ!.- Así es. 


Nosotros somos la primera Cámara en la que ingresó este proyecto de ley. Esta iniciativa 
ingresó a la Comisión de Salud Pública en junio de 2012 y nosotros estuvimos trabajando con otros 
proyectos de ley. 


Lo primero que quiero decir es que hemos recibido visitas para dar opinión sobre el proyecto 
de ley enviado por el Poder Ejecutivo y que tenemos informes de la División de Estudios Legislativos y 
del Colegio de Abogados que identifican algunos puntos problemáticos, en particular sobre el artículo 
4%, que disponía: “El que fuere encontrado en la vía pública o espacios públicos o privados no 
habilitados, en circunstancias que hagan presumir que se halla consumiendo sustancias 
estupefacientes, o que acaba de hacerlo o portándolas para su uso personal”, etcétera, se le 
consideraría como que atentaría contra la libertad ambulatoria. Las informaciones que tuvimos fueron 
coincidentes. 


El proyecto de ley estaba orientado a lo que en su momento se llamó “Internación 
compulsiva”. Después de haber recibido a las visitas y la Comisión de Salud Pública haber adoptado 
resolución sobre qué proyectos de ley íbamos a priorizar, se resolvió tratarlo con posterioridad al 
proyecto de ley de Reproducción Humana Asistida. Mientras tanto, siguieron sucediendo cosas con la 
atención de adictos; en ese sentido, el proyecto de ley era un inicio para abordar el tema, porque se 
refería a la internación de las personas que están en situación de presunta adicción. Nosotros lo 
discutimos como Bancada y luego con el Poder Ejecutivo, y resolvimos presentar el proyecto de ley 
sustitutivo que subsana algún inconveniente jurídico importante, pero, sobre todo, tiene otro enfoque, 
porque se refiere a la atención sanitaria de personas que están en situación de riesgo debido al 
consumo de sustancias psicoactivas, como decimos ahora. En realidad, de lo que se trata es de 
atender a personas en situación de riesgo y hasta que no se les atiende, no se puede desvelar la 
presunción. 


La iniciativa presentada tiene una organización en Capítulos -que no tenía el proyecto 
original- y crea una estructura administrativa llamada Consorcio Público para la atención sanitaria 
inmediata de las personas, a través de la acción conjunta de los distintos Ministerios, cada uno de los 
cuales, actuando dentro de su competencia, se consorcian para hacer un trabajo en común. Al principio 


nos chocó el término pues su uso se da, sobre todo, en Derecho Comercial; sin embargo, en Derecho 
Público también se utiliza para algunas actividades para las que se juntan distintos organismos. De ahí, 
entonces, que hayamos pensado que también se podría aplicar para este caso. La acción 
interinstitucional ha ido tomando, a lo largo de la vida del país, distintas formas y nombres -se ha 
hablado de comisiones y de agencias-, y nos parece que este nombre es el adecuado; pero más que el 
nombre, su contenido. 


El Capítulo | crea el Consorcio Público; establece sus cometidos; quiénes lo integran, y cómo 
se va a financiar su accionar. Quiero introducir en esta breve explicación algunos elementos que, si 
bien no están en el proyecto de ley, nos pueden dar un marco para entenderla. 


Hoy existe -esto fue muy posterior a la presentación del proyecto de ley- un decreto 
presidencial de setiembre de 2013 que aprueba el marco regulatorio para los establecimientos 
especializados en atención y tratamiento. Es un decreto muy enjundioso -consta de 47 artículos- que 
se refiere a todos los tipos de dispositivos, a las características de cada uno de ellos, a sus objetos y a 
la integración de los equipos profesionales. Esto ya está en funcionamiento porque actualmente hay 
dispositivos implementados. Según el decreto, llevar adelante estas acciones para los establecimientos 
especializados en la atención y el tratamiento del uso problemático de drogas cuesta unos US$ 
7:000.000, de los cuales una parte ya aprobamos en la Rendición de Cuentas. Entonces, hay recursos. 
De modo que el contrato de fideicomiso de administración de la Red Nacional del Drogas ya tiene un 
manual de procedimiento lo que le permitiría utilizar los fondos y encarar las obras. Cuando la iniciativa 
vino a la Comisión, ninguna de estas cosas estaban en funcionamiento, pero mientras nosotros 
hacemos nuestro trabajo legislativo, la realidad continúa. 


Me pareció importante poner en conocimiento de la Comisión de Salud Pública estos aspectos 
porque este proyecto de ley no es algo aislado ni separado del conjunto de acciones que se están 
llevando adelante. 


Volviendo al proyecto en sí, el Capítulo | establece la creación del Consorcio Público para la 
atención sanitaria inmediata de las personas afectadas por el presunto uso problemático de sustancias 
psicoactivas. A la sustancia la hemos llamado de diversas maneras y después veremos cada una de 
las palabras y cuál es el fundamento que tienen. 


¿Por qué hoy las llamamos psicoactivas? Al principio se les llamaba psicofármacos o 
estupefacientes, pero veremos esto cuando analicemos en detalle el proyecto de ley, porque ahora 
estoy haciendo simplemente una presentación general. 


El Capítulo Il establece los mecanismos para la atención sanitaria de las personas e incluye 
una modificación a la ley original. En caso de que una persona tenga un presunto uso problemático de 
drogas, para su tratamiento, se modifica el artículo 361 del Código Penal. Además, se modifica la Ley 
de Faltas, que es la que establece el delito de estar en la calle bajo el efecto de alcohol o 
estupefacientes. Le hace un agregado que permite que la persona sea atendida inmediatamente y sea 
trasladada a un centro de desintoxicación. En realidad, es una modificación de este artículo del Código 
Penal por la que se le agrega al inciso, algo que permite todo el accionar del Consorcio Público. 


Los artículos siguientes establecen el procedimiento. Se refieren a cómo se hace la 
internación y prevén también que, en caso de que la persona estuviera en el hogar, el jefe o jefa de 
hogar puede solicitar al personal del Consorcio que la interne. En realidad, cuando hay privación de 
libertad, tiene que ser por decisión del Juez, pero siempre debe existir un informe previo de un equipo 
técnico. A su vez, se establecen los patrones del tratamiento, diciendo claramente que dicho 
tratamiento estará sujeto a los controles médicos a realizarse por parte del equipo interdisciplinario de 
profesionales del centro. O sea que, en este caso, se trata de una internación involuntaria. Según los 
principios de la Renadro, partimos de la base de que la internación es una última instancia de 
tratamiento; en la medida de lo posible, siempre son preferibles las etapas sin internación. Cuando hay 
una afectación muy importante y es necesaria una desintoxicación, se necesita una internación. La 
legislación vigente permite que la internación sea voluntaria, involuntaria o decidida por la autoridad 
competente. 


También se establece quiénes serán los jueces competentes para intervenir en estos 
procedimientos, así como todo el debido proceso, incluyendo que la persona internada o su 
representante pueda elegir un defensor; de lo contrario tendrá uno de oficio. 


Por otra parte, en el Capítulo lll, “Disposiciones Generales”, se deroga el artículo 40 del 
Decreto-Ley N* 14.294, que es la ley de Estupefacientes. En realidad, esto sustituye lo que establecía 
aquella ley con un procedimiento garantista. 


En definitiva, señor Presidente, estamos presentando un proyecto de ley que es bastante 
distinto al original. Quiero aclarar que primero se hace referencia al Consorcio y después a la forma en 
que se hace la atención porque, de lo contrario, tendríamos que estarnos refiriendo al Consorcio que 
se crea por el Capítulo Il de la misma ley. Por tanto, por una razón de practicidad legislativa, pusimos 
primero la creación del Consorcio. No va contra ninguna lógica y muchas leyes son así: primero crean 
la estructura y después se refieren a su funcionamiento. 


Nosotros hemos seguido trabajando e, incluso, tenemos algunas modificaciones para hacer; 
no son sustantivas pero han salido de los aportes que hemos recibido. Hemos interactuado bastante 
con la Junta Nacional de Drogas en estos últimos tiempos, sobre todo, para enterarnos de qué es lo 
que está pasando. Toda esta área de atención de adictos está siendo modificada, con equipos técnicos 
que se están estructurando y dispositivos -como le llaman ahora- que se están instalando en 
Montevideo y en todo el país, y esta ley cumple un papel en el conjunto de las acciones conducentes a 
la atención sanitaria de las personas en uso problemático de drogas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, señor Senador Agazzi. 


No sé si alguno de los integrantes de la Comisión quiere formular alguna consideración sobre 
esta introducción general pero, en lo personal, quisiera hacer alguna pregunta al señor Senador Agazzi 
porque no estaba prestando la atención debida o no tuve tiempo de tomar nota. 


El señor Senador Agazzi hizo referencia a tres desarrollos que han ido ocurriendo en forma 
concomitante. Uno es el Decreto N* 274/2013, del 3 de setiembre de 2013, que es la normativa 
reglamentaria referente al protocolo de prestaciones y servicios de los diferentes dispositivos de 
carácter público y privado que componen la Red Nacional de Atención y Tratamiento en Drogas. A su 
vez, si no entendí mal, el señor Senador Agazzi hizo referencia a otros dos desarrollos, uno de tipo 
económico y otro más. Entonces, le pediría que los reiterara y, tal vez, la Secretaría pueda hacer 
circular esos documentos. 


SEÑOR AGAZZI.- El primero de esos documentos es el contrato de fideicomiso de administración de 
Renadro. Se trata de un fideicomiso que crea la ley, y ya existe un contrato firmado entre la Junta 
Nacional de Drogas, por su Presidente, y el Ministerio de Desarrollo Social, por un lado; la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, y el Ministerio de Salud Pública. 


Después hay dos anexos: uno de ellos es el Manual de Procedimientos de Administración de 
Fondos para la Renadro y el segundo es un Manual de Procedimientos para Obras, porque las obras 
de esta Red son particulares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Estos manuales de procedimientos para la administración de fondos y para 
la concreción de obras son anexos de ese contrato de fideicomiso de la Renadro con la Junta Nacional 
de Drogas y el Ministerio de Salud Pública? 


SEÑOR AGAZZI.- El contrato está firmado entre la Junta Nacional de Drogas y el Mides, por un lado; 
la Corporación Nacional para el Desarrollo, que es el segundo actor; y el Ministerio de Salud Pública 
junto con el Instituto del Niño y el Adolescente y ASSE. De manera que el tercer actor tiene tres 
componentes. Esas tres partes celebran un contrato de fideicomiso de administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, entonces, se trata de anexos al contrato. 


SEÑOR AGAZZI.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que tenemos dos documentos. Uno de ellos es el decreto del Poder 
Ejecutivo, que establece los requisitos, y el segundo es el contrato del fideicomiso, con sus dos 
anexos. 


Creo que a esta altura del trabajo —sin que lleguemos a votar— podríamos tomar 
conocimiento detallado de cada artículo y hacer los comentarios, agregados, cambios, que puedan 
sugerirse. Salvo que opinen distinto, propongo que por Secretaría se dé lectura ordenada, artículo por 
artículo, a fin de considerarlos. 


(Apoyados.) 
—Léase el artículo 1*. 
“Capítulo | 


Consorcio Público para la atención sanitaria inmediata y la rehabilitación de las personas 
afectadas por el uso de estupefacientes 


Artículo 1*.- Decláranse de interés general las actividades orientadas al diagnóstico, 
asistencia, tratamiento y rehabilitación social de las personas en situación de riesgo para sí o para 
terceros debido al consumo de sustancias estupefacientes. 


Alos efectos de la presente ley, se entiende por sustancias estupefacientes las previstas en 
las Listas contenidas en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974 y sus modificativas.” 


-En consideración. 


SEÑOR AGAZZI.- En la redacción dada a este artículo se usa el término “estupefacientes”, que es un 
tipo de sustancia que tiene un efecto específico sobre el sistema nervioso. Lo que vamos a proponer es 
que se coloque “el uso de sustancias psicoactivas”, porque así se incluye al alcohol; en cambio, los 
estupefacientes no lo incluyen. Se debe poner el término que abarque la mayor cantidad de posibles 
situaciones en cuanto a las personas afectadas en estas circunstancias. Así que, cuando estemos 
votando, tanto en el título como al final del primer inciso vamos a proponer ese concepto. 


El segundo inciso del artículo 1% define qué se entiende por sustancias estupefacientes: “... 
las previstas en las Listas contenidas en el Decreto Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974 y sus 
modificativas”. Pero esto es un poco complejo y, por tal motivo, vamos a proponer que se saque. 
Vamos a sugerir que se deje el nombre “estupefaciente” como las sustancias de las cuales hay que 
proteger a los ciudadanos que están en esa situación, y nada más. El término “estupefaciente” es 
genérico y tiene un contenido conceptual bien claro. 


Estos son los comentarios que tengo para hacer al primer artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si entendí bien, las modificaciones que se proponen se harían al final del 
primer inciso y quedaría: *...personas en situación de riesgo para sí o para terceros debido al consumo 
de sustancias psicoactivas”. O sea que se cambiaría “estupefacientes” por “psicoactivas”, y esto 
obligaría a eliminar el inciso segundo. 


SEÑOR AGAZZI.- Sí. Por varios lados nos llegó la sugerencia de que no es conveniente citar el 
Decreto Ley de octubre de 1974, porque se refiere a algunas sustancias y no a otras que surgieron 
después. En cambio, si decimos “psicoactivas”, incluye toda la gama de posibles agentes de estos 
problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, también habría que cambiar el título del Capítulo, que quedaría: “... 
afectadas por el uso de sustancias psicoactivas”. 


SEÑOR AGAZZI.- El título sería: “Consorcio Público para la atención sanitaria inmediata de las 
personas afectadas por el uso de sustancias psicoactivas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se suprimiría “y la rehabilitación”. 


SEÑOR AGAZZI.- Sí, porque en realidad el Consorcio no se va a hacer cargo de la rehabilitación, sino 
solo de la atención inmediata; de la rehabilitación se va a encargar la Renadro. Cuando empezamos a 
discutir esto, este organismo todavía no existía. 


SEÑOR GALLO.- Estoy de acuerdo con el concepto general, pero creo que en la iniciativa tenemos 
que dejar establecida la definición de sustancia psicoactiva —considero que tenemos que dejarlo bien 
claro-, buscándola en bibliografía que exista al respecto, para que no quede solamente ligado a un 
criterio que puede ser compartido o no. Como tenemos que aplicar la ley en un sentido específico, me 
parece que sería buena cosa decir qué se entiende por sustancias psicoactivas, y poner una definición 
definitiva. Por ejemplo, se podría buscar la definición en algún tratado de farmacología y agregarla en 
el primer artículo. La definición que hay de estupefaciente es muy clara, no deja dudas, pero la de 
sustancia psicoactiva hay que dejarla bien precisada en cuanto a qué entendemos por ella. 


SEÑOR MEZZERA.- Justamente, estaba viendo si sustancia psicoactiva es o no una definición 
abarcativa. Ahora me vino a la mente la iniciativa que estuvimos tratando el otro día sobre marihuana, y 
en una parte distingue entre cannabis psicoactivo y no psicoactivo: “Se entiende por cannabis 
psicoactivo a las sumidades floridas con o sin fruto (...) cuyo contenido de tetrahidrocannabinol (THC) 
natural, sea igual o superior al 1% (uno por ciento) de su volumen”. O sea que parecería que el 
carácter de psicoactivo deriva de la cantidad de determinada sustancia que tenga la planta. Lo que 
quiero decir es que, por ejemplo, la marihuana puede ser o no psicoactiva según el porcentaje. ¿Me 
explico? Entonces, si dice “psicoactivo”, para saber si cada elemento lo es habría que saber qué 
componente tiene que produzca ese efecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo una sugerencia específica para hacer: que por medio de Secretaría se 
le solicite a la División Asuntos Legislativos que, en consulta con la Cátedra de Toxicología -que nos 
hizo una presentación muy bien fundada, muy consistente-, nos elabore un proyecto de definición de 
sustancias psicoactivas que tenga valor desde el punto de vista jurídico. La reflexión del señor Senador 
Mezzera me hace recordar a la profesora Laborde cuando dijo que todas las sustancias tienen efectos 
tóxicos y estos dependen de la dosis y del tiempo de exposición. Entonces, tal vez no sea tan sencillo 
pero, a su vez, quizá sea bastante importante hacer una definición. 


La segunda propuesta que tengo para que la consideremos es: con el ánimo de reflejar la 
argumentación que expuso el señor Senador Agazzi, hagamos que el enunciado de cuáles son las 
sustancias a las que nos estamos refiriendo sea más completo, que diga: *...afectadas por el uso de 
estupefacientes, alcohol y otras sustancias que modifiquen la reacción psicológica o que tengan efecto 
psicoactivo”. La idea es que tengamos una base firme con respecto a lo que son estupefacientes. 
Dejemos claro que incluimos también el alcohol e, igualmente, otras sustancias que pueden ser no 
necesariamente el alcohol ni los estupefacientes; estoy pensando, por ejemplo, en los pegamentos, 
etcétera. 


SEÑOR MEZZERA.- El alcohol puede ser, en determinadas dosis o volúmenes un psicoactivo, por lo 
que ingresaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, claro. 


SEÑOR MEZZERA.- Entonces, no habría que mencionarlo sino hacer referencia a sustancias que, en 
determinadas dosis o concentraciones -no sé cómo se diría-, constituyen un elemento psicoactivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A efectos de aclarar un poco cuál es mi planteo en este sentido, digo que mi 
propuesta es que, por un lado, pidamos a la División de Estudios Legislativos, tal como dije, una 
definición de “psicoactivo” que nos permitiera utilizarlo como único concepto o sustantivo; y por otro 
mantener, como una alternativa, una definición que sea lo más abarcadora posible con la que podamos 
hablar específicamente de estupefacientes, de alcohol y de otras sustancias con efectos psicoactivos. 


SEÑOR AGAZZI.- Aquí hay dos caminos: utilizar un nombre genérico que englobe a todos -esa es la 
intención del término “psicoactivo”- o hacer un enunciado para que quede bien claro a qué sustancia 
nos estamos refiriendo. Esta segunda opción tiene el problema de que no vamos a poder incluir a 
todas las sustancias; además, una ley no es para hacer un listado, pero se puede buscar una manera 
de que quede explícito. No tenemos problema en ese sentido. 


Antes se hablaba de estupefacientes que se caracterizan por ser sustancias que afectan el 
funcionamiento del sistema nervioso, pero produciendo una disminución de su actividad. Por eso se 
dice que producen estupor y de ahí surge el término “estupefaciente”. Hay sustancias que provocan 
una disminución de la actividad del sistema nervioso y otras que lo hiperexcitan. Son distintos efectos 
que tienen esas sustancias en determinadas circunstancias y concentraciones sobre el funcionamiento 
del sistema nervioso. El alcohol es una de ellas. 


Entonces, la expresión “sustancias psicoactivas” es un nombre genérico -después lo veremos 
bien en el momento de precisar la definición- que refiere a sustancias externas al organismo que 
producen modificaciones en el funcionamiento del sistema nervioso. Las hay de distintos tipos, pero 
personalmente no tengo ningún inconveniente en ese sentido. No perdamos de vista que una ley tiene 
un sentido docente, por lo que es importante que exprese claramente lo que quiere decir. Si se refiere a 
algunas concretamente, está bien que lo haga y no tenemos ningún inconveniente en mencionarlo, 
pero siempre hay que dejar espacio a otros tipos de sustancias porque esta ley va a regir muchos 
años. La doctora que nos visitó el otro día decía que los opiáceos son muy poco frecuentes acá. Antes 
no existía la pasta base de cocaína; tiene pocos años. Entonces, en estos listados siempre hay que 
dejar un lugar para una descripción genérica, hablando más del efecto que producen que del nombre 
de la sustancia en sí misma. 


Era cuanto quería decir. 


SEÑOR MEZZERA.- Quería aclarar un poquito más sobre lo que usted dijo, señor Presidente, sobre la 
adopción del sustantivo. Tengo el temor de que “psicoactivo” sea un adjetivo para distintos sustantivos. 


SEÑOR PRESIDENTE. Sí, es cierto. 


No es un tema tan sencillo. Estaba pensando en dos consideraciones sin ánimo de ingresar 
en una discusión con el señor Senador Agazzi. La lista de estupefacientes a que hace referencia el 
inciso segundo de este artículo establece una gran cantidad de distintas drogas, algunas con efecto 
depresivo del sistema nervioso central -por ejemplo, el alcohol- y otras con efecto excitante del sistema 
nervioso central. 


Hablar de drogas psicoactivas en forma genérica nos puede llevar a ese riesgo. El café es 
psicoactivo. 


Por eso, mantengamos el tema abierto, pidamos el asesoramiento de la División de Estudios 
Legislativos trabajando en conjunto con la Cátedra de Toxicología y que nos traigan una propuesta que 
sea útil. 


SEÑOR GALLO..- Ese fue el motivo de mi propuesta inicial de incluir una definición -debe haberla en 
una ley- de “sustancias psicoactivas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente, señor Senador. 


SEÑOR GALLO.- Por otro lado, también creo que la definición de “sustancias psicoactivas” no nos va 
a aclarar mucho, que va a ser muy diluida y abarcadora. Por tanto, a mi entender no va a dejar 
reflejado lo que busca este proyecto de ley, que es contemplar la situación de riesgo de ciudadanos o 
de personas que consumen estupefacientes y alcohol. Ese es el problema. 


El término “estupefacientes” se viene manteniendo y si lo dejamos al igual que el inciso 
segundo, tenemos una larga lista que, en definitiva, va a servir a los efectos de la aplicación de la ley. 
Me parece, pues, que el término “estupefacientes” no debe desaparecer. 


SEÑOR AGAZZI.- Ahí no está el alcohol. 
SEÑOR GALLO.- Así es, señor Senador; ahí no está el alcohol. 


Por eso, está bien la propuesta o la idea que manejaba el señor Presidente de incluir 
“estupefacientes” y “alcohol” porque, en definitiva, son los dos grandes problemas que quiere 
solucionar este proyecto de ley debido a las situaciones de riesgo que se crean en el caso del individuo 
que tiene estupefacientes y está en crisis, o el del que consume alcohol y está en crisis. 


Podrá haber algunas otras sustancias; lo veremos, pero no me parece que eso sea lo 
importante. Me parece que el mensaje a la sociedad apunta a esas dos cosas: estupefacientes y 
alcohol. 


Esa es una idea, pero de cualquier manera me parece bien que establezcamos una 
definición y, en función de ello, ver si realmente nos sentimos conformes al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
¿Alguna otra consideración con respecto al artículo 1%? 


SEÑOR CONDE.- Estuve leyendo dos o tres textos; de pronto se me escapó, pero supongo que los 
señores Senadores ya habrán advertido que hay una cuestión de concurrencia jurídica porque todo 
este proyecto de ley está disparado a partir de lo que ahora es el numeral 1* del artículo 361 del 
Código Penal -a partir de la aprobación de la Ley de Faltas- que habla de alcohol o estupefacientes. 


De modo que ante cualquier cambio que introduzcamos en este proyecto de ley habrá que 
modificar ese numeral 1%, pues estamos diciendo: “En caso de que la conducta descrita en este 
numeral sea producida”. Estamos agregando un segundo párrafo al numeral 1? del actual artículo 361 
del Código Penal, cuyo texto, por la Ley de Faltas, refiere a “alcohol o estupefacientes”. De modo que 
si introducimos ese cambio, habrá que hacer lo propio con el otro por un tema de congruencia jurídica 
pues, reitero, esto se desencadena en función de lo que ya aprobamos en la Ley de Faltas y 
Conservación y Cuidado de los Espacios Públicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está correcto. 


SEÑOR CONDE.- La segunda cuestión es que en este proyecto de ley que trae el señor Senador 
Agazzi hasta ahora no he visto nada que tenga que ver con el alcohol. Pregunto si nos vamos a 
mantener totalmente fuera de ese tema porque el alcohol es objeto de otro proyecto de ley que se está 
tratando en la Cámara. Por tanto, es una consulta que hago, no emito una opinión, pero creo que el 
tema del alcohol no tendría nada que ver con este proyecto de ley que estamos discutiendo en esta 
Comisión. 


SEÑOR AGAZZI.- Aquí está escrito y se encuentra en discusión el concepto de “sustancias 
psicoactivas”. ¿Por qué tiene un nombre genérico? Porque, en realidad, lo que declara de interés 
general es la asistencia y el tratamiento inmediato. No se sabe qué es lo que tiene la persona; puede 
ser alcohol. Posteriormente, cuando el equipo técnico haga el informe, si se verifica que es alcohol, va 


a tener un carril distinto al que tendría un estupefaciente que requiere desintoxicación y otras acciones 
posteriores. 


Entonces, el artículo 1* tiene que ser lo más amplio posible, de modo que incluya a todas las 
personas que, en un ámbito público, están afectadas y no son responsables de sus actos por ese tipo 
de problema. Después veremos cuál es la mejor expresión a emplear. 


De modo que la palabra “psicoactivos” incluye el alcohol, porque este último es un 
psicoactivo. 


SEÑOR MEZZERA.- Prácticamente hace casi un mes que leí el proyecto de ley del Gobierno para 
minimizar daños de consumo abusivo de alcohol. Tengo la idea que ese proyecto de ley regula más la 
situación de publicidad, venta y consumo, pero no incluye el tema de la atención sanitaria inmediata. 
Es otra cosa, apunta a otro objetivo. 


SEÑOR GALLO..- Creo que se iba a ampliar y, como apuntaba el señor Senador Conde, a ver si había 
alguna relación entre el proyecto de ley relativo al consumo de alcohol y este que estamos analizando. 
Como se acaba de decir, el primero no habla de la asistencia sanitaria inmediata del intoxicado con 
alcohol. 


SEÑOR AGAZZI.- No. 


SEÑOR GALLO..- Entonces, ese punto puede caber perfectamente en este proyecto de ley sin colidir 
con el proyecto de ley sobre consumo de alcohol, que marca otros aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 
¿Alguna otra consideración con respecto a este artículo 1%? 


SEÑOR CONDE.- No es una consideración, pero intentando pasar en limpio lo comentado, pregunto si 
nos vamos a meter en el tema del alcohol. ¿Sí o no? 


SEÑOR AGAZZI.- No. 


En este proyecto de ley se declara, se organizan las actividades para personas que estén en 
situación de riesgo y, en tal caso, no se sabe cuál es el agente causal hasta el momento en que un 
equipo técnico lo analice. Entonces, este dispositivo es para permitir conducirlos a un lugar. Para eso, 
todos tienen que poder ser conducidos, inclusive los que están bajo el efecto del alcohol pero que no 
se sabe si están borrachos o en otra situación. 


SEÑOR CONDE.- En el sentido a que apunta el señor Senador Agazzi, la redacción debe ser 
modificada porque no puede decir “alcohol o estupefacientes” simplemente como se señala en el actual 
numeral. Si ese es el alcance que queremos darle, entonces el fundamento va más por el lado de 
“sustancias psicoactivas”, pero también está la contra de que, primero, eso es incongruente con la 
actual redacción del numeral 1? del Código Penal tal como quedó en la Ley de Faltas -habría que 
corregir el texto- y, segundo, está la otra observación que planteaba el señor Presidente respecto a las 
sustancias psicoactivas. De cualquier manera, creo que esta segunda observación podría ser 
levantada por el hecho de que el café puede ser psicoactivo. El individuo se puede haber tomado seis 
O diez tazas de café -no soy un experto en el tema; simplemente, quiero dar un ejemplo para ilustrar al 
respecto-, pero es muy difícil que se encuentre en una grave alteración psicofísica, o quizás sí. 


Más allá de tal o cual sustancia en particular, quiero decir que a la persona no se la va a 
detener porque en ese momento sepamos que está bajo los efectos de esa cantidad de café que tomó, 
o lo que fuere, sino por estar en un lugar público en una situación de grave alteración. Y, como dice el 


señor Senador Agazzi, en el momento inmediato siguiente, cuando sea puesto en manos del equipo 
técnico se iniciarán las determinaciones correspondientes. 


Entonces, en ese sentido me parece admisible contemplar una redacción lo más amplia 
posible pero sin dejar de reiterar la observación que hice antes, esto es, corregir el texto actual porque 
no quedan compatibles los incisos primero y segundo. De todos modos, quiero decir que entiendo la 
idea. 


SEÑOR AGAZZI.- Después, cuando discutamos el agregado al artículo 361 del Código Penal, veremos 
si el aditivo tiene que decir lo mismo que esa disposición; me parece que no, pero eso lo discutiremos 
en ese momento. 


Pienso que cabe utilizar distintos términos por la forma en que está concebido el 
entendimiento del artículo 361, que tiene un enumerado general y después diría “En caso que la 
conducta descripta en este numeral sea producida por tales sustancias”, etcétera pero, como dije, esto 
lo discutiremos en el momento de analizar el tema. Quiero dejar constancia de esto para que después 
pongamos la lupa en ese aspecto y todos lo analicemos con atención. Reitero que no necesariamente 
tendría que decir lo mismo este aditivo al artículo 361 del Código Penal que lo que dice el primer 
numeral del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que puede haber una alternativa que nos permita zafar de esa 
situación. 


Se podrían declarar de interés general todas las actividades que están mencionadas aquí 
sobre las personas en situación de riesgo para sí o para terceros debido al consumo de sustancias que 
alteran gravemente la conducta del ser humano, que es una definición bien amplia. No hay una 
definición científica específica acerca de cuáles son esas sustancias pero es una de las formas de 
aclarar que son psicoactivas sin ponerles un mote específico o un adjetivo. 


Para completar la idea quiero decir que, de cualquier manera, vamos bien encaminados en el 
sentido de lo que estábamos pensando, que era pedir un asesoramiento y mantener la puerta abierta 
para redacciones alternativas, porque no sé si podremos llegar a más de eso. 


SEÑOR MEZZERA.- Precisamente me quería referir a eso en el sentido de que volvamos un poco al 
tema de lo psicoactivo; a pesar de que fui yo quien marqué esa cuestión de que se trata de un adjetivo 
y no un sustantivo, en este caso quizás no estaría mal que se hiciera referencia al consumo de 
sustancias psicoactivas. ¿Por qué? Porque se habla de la rehabilitación de personas en situación de 
riesgo debido al consumo de sustancias psicoactivas; entonces, si bien el café es una sustancia 
psicoactiva, no se da la situación de riesgo. A su vez, en la norma tenemos los dos aspectos: la 
situación de riesgo y el consumo de sustancias que podrían ser psicoactivas; pero, al mismo tiempo, 
quizás no se esté provocando una situación de riesgo a pesar de haber consumido diez té o café. 
Entonces, me parece que el texto podría decir: “las personas en situación de riesgo para sí o para 
terceros debido al consumo de sustancias psicoactivas” porque ahí el sustantivo sería “sustancias” y 
“psicoactivas” sería el adjetivo. 


Esto es sin perjuicio del tema de la aclaración respecto del alcohol, que si no es una 
sustancia psicoactiva, habría que adicionarlo, pero tengo entendido que se hace mención a 
estupefacientes o alcohol. 


(Dialogados.) 


SEÑOR GALLO..- Ese es el gran problema que tengo. Creo que habría que analizar las definiciones de 
estupefacientes y alcohol. 


SEÑOR CONDE.- Sin ánimo de dilatar el debate, ¿tenemos necesidad de reiterar en este inciso 
segundo que queremos agregar, lo que ya dice el inciso primero? ¿Cuál sería el objetivo? ¿Por qué 


tenemos que hacer referencia a las sustancias en el inciso segundo? En lo personal, creo que ello no 
es necesario y lo dejo como una propuesta de trabajo. 


En realidad, estoy manejando dos textos en relación al artículo 5%, ya que una propuesta dice: 
“En caso de que la conducta descripta en este numeral sea producida por sustancias estupefacientes a 
la persona le deberá ser procurada la atención sanitaria inmediata”, etcétera, y la otra redacción 
posible es: “En caso de que la conducta descripta en este numeral sea producida por sustancias 
psicoactivas a la persona le deberá ser procurada atención sanitaria inmediata”, etcétera. Las 
circunstancias en que ocurre la conducta y su descripción ya están contenidas en el numeral primero, 
por lo que no tendríamos que volver a insistir sobre eso. Simplemente deberíamos decir: “Ocurrida la 
conducta descrita en el numeral primero, a la persona le deberá ser procurada atención sanitaria 
inmediata”. ¿Por qué tenemos que volver a poner -como está en las redacciones- “por sustancias 
estupefacientes” o “por sustancias psicoactivas”, si lo que nos interesa es la manifestación objetiva de 
la conducta? Esto es, incluso, hasta por lo que el propio señor Senador Agazzi decía en el sentido de 
que es imposible predeterminar cuál ha sido la sustancia que, en definitiva, ha provocado la conducta. 
El individuo va a ser conducido por las manifestaciones verificables a simple vista -digamos- de su 
conducta. 


Creo que lo que va a hacer la jurisprudencia es recoger la expresión del numeral 12, 
“producida por alcohol o estupefacientes”, como uso de droga, sin detenerse a analizar de qué tipo se 
trata. 


Entonces, reitero, creo que no habría que insistir en eso porque, de lo contrario, tendríamos 
que volver a modificar el Código Penal actual. Pienso que habría que leer el texto entero teniendo en 
cuenta lo que dice la redacción actual, que ya aprobamos, de la Ley de Faltas, que establece: “El que 
en lugar público o accesible al público se presentare en estado de grave alteración psíquica o física 
producida por alcohol o estupefacientes, y el que por los mismos medios provocare en otros dicho 
estado” será condenado a trabajos comunitarios, etcétera. Nosotros deberíamos establecer algo así 
como: “En caso de ocurrencia de la conducta descrita en este numeral, a la persona se le deberá 
procurar atención sanitaria inmediata”, etcétera. Esto habría que redactarlo pero sin referirnos 
nuevamente, en el segundo inciso, a sustancias estupefacientes o psicoactivas porque, de lo contrario, 
un párrafo va a decir una cosa y otro párrafo va a decir otra, lo que puede llevarnos a líos innecesarios. 


Creo que el Derecho no va a hacer una aplicación científica de la expresión “estupefacientes” 
sino que la va a tomar como sinónimo de droga y, además, eso no se puede predeterminar en el 
momento porque, en definitiva, esto va a derivar en una conducción involuntaria de la persona. 


SEÑOR GALLO.- Como decía, el Juez va a fallar -o tiene que hacerlo- de acuerdo a elementos 
positivos, es decir que no es que pueda considerar como droga tanto al alcohol como a los 
estupefacientes. 


(Dialogados.) 


-Si el Juez debe laudar de acuerdo a la legislación de estupefacientes, eso tiene que quedar 
bien claro. Hay una norma que incluye la descripción y la lista de todos los estupefacientes -inclusive, 
hay una ley que agrega algunos- y quien hace el diagnóstico tiene que determinar si se trata de 
estupefacientes o de alcohol. Entonces, en ese sentido el Juez no puede uniformizar, no puede 
considerar que los estupefacientes o el alcohol son la misma droga. Los estupefacientes y el alcohol 
son cosas diferentes y las situaciones que pueden originar también. 


SEÑOR CONDE.- Está muy claro lo que dice el señor Senador Gallo, pero no me refería a eso sino a 
que la Justicia va a tomar “estupefaciente” como sinónimo de “droga”, en general, sin detenerse a 
distinguirlos porque, en realidad, lo que debimos haber hecho al modificar el artículo 361 era poner 
“drogas” y no “estupefacientes”, porque la terminología técnica que se está usando actualmente para 
tratar toda esta problemática es “uso problemático de drogas”. En cambio, pusimos “estupefacientes” y 
ahora, si no estoy entendiendo mal, la discusión se da porque pueden darse efectos de alguna droga 
que no sea un estupefaciente. 


Ahora bien, creo que el equipo técnico será el que dictaminará por qué se produjo la grave 
alteración de la conducta y decidirá qué procedimiento se debe seguir. El Juez, la Justicia, participa en 
cuanto a hacer el seguimiento de la administración de la libertad ambulatoria del individuo y la 
preservación de sus derechos. Por eso digo que será el equipo técnico el que decidirá, efectivamente, 
de qué sustancia se trata y cuál es el tratamiento que corresponde seguir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la misma línea de lo que plantea el señor Senador Conde, quiero decir que 
más adelante, en la ley, hacemos referencia repetidamente a la expresión “en estado de grave 
alteración psíquica”, en cambio, en este artículo 1% hablamos de “personas en situación de riesgo para 
sí O para terceros”. Puede ser que esté bien -no digo lo contrario- pero parecería tratarse de dos 
situaciones distintas o, mejor dicho, pregunto a los señores Senadores si se quiere hacer referencia a 
una situación más amplia, que es la de “personas en situación de riesgo para sí o para terceros” y, 
dentro de ese universo, a aquellos que se presentaren “en estado de grave alteración psíquica”, o si se 
trata de las mismas personas en iguales situaciones. 


SEÑOR AGAZZI.- El artículo 1% es el más genérico porque es el que habilita la actuación del Consorcio 
y, en ese momento, no se sabe bajo qué sustancias están actuando las personas para que se 
produzcan los efectos que se observan, ni qué gravedad tiene eso. 


Esto tiene que ser muy genérico y, en realidad, lo que dice es que se declaran de interés 
general “las actividades orientadas al diagnóstico,” -todavía no se sabe qué tiene la persona- 
“asistencia, tratamiento y rehabilitación social de las personas en situación de riesgo para sí o para 
terceros”. Entonces, en ese momento no se puede afirmar que la persona esté en grave estado de 
alteración psíquica porque todavía no fue diagnosticada, eso se verá después. El artículo 1% es muy 
genérico por la naturaleza de la intervención que va a darse y posteriormente hay definiciones más 
claras. Por eso proponíamos que se incluyera la palabra “psicoactivo” que es un vocablo general y que 
incluye a todos los demás casos y esto derivó hacia especificar claramente cuáles son las sustancias 
en cuestión. Ese es el sentido de esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De cualquier manera, sugeriría que no nos olvidemos que tenemos pendiente 
una consulta que nos puede ayudar en este sentido. 


SEÑOR CONDE.- Obviamente no es mi intención agotar la discusión porque, incluso, yo mismo no 
estoy en condiciones de dar aval a estos artículos en este estado de la discusión. No obstante, me 
parece que deberíamos reflexionar sobre lo siguiente. ¿Elaboramos una ley que -por decirlo de alguna 
manera- se va a “colgar” del artículo 361 de la Ley de Faltas o pretendemos algo más amplio? Ahí es 
donde fijamos el universo al que queremos llegar. Es importante aclarar esto para luego ver cómo 
redactamos el texto. El problema que tenemos es que parecería que queremos hacer una cosa más 
amplia pero entonces no la podemos incluir en el numeral 1* del artículo 361. Nada quita que se pueda 
modificar nuevamente esa disposición, aunque no sea lo más prolijo. Reitero que lo primero que 
debemos definir es si queremos “colgarnos” del artículo 361 o hacer algo más amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advierto que, de hecho, en el proyecto de ley que estamos considerando se 
modifica el artículo 361, pues el artículo 5* le agrega un inciso al numeral 6*. 


SEÑOR CONDE.- No me refería a una modificación literal, sino a si vamos a legislar sobre la 
tipificación que hay actualmente en el artículo 361 o si queremos abarcar otras conductas que vayan 
más allá de la tipificación. 


SEÑOR AGAZZI.- La redacción original hacía referencia a quien fuera encontrado en la vía pública, en 
circunstancias que hicieran presumir que se hallare consumiendo estupefacientes o que acababa de 
hacerlo. Eso fue sustituido por meterse dentro del artículo 361. Quiere decir que el artículo 361 ahora 
representa la vía jurídica de entrada a la acción. Como dice el señor Senador Solari, este proyecto de 
ley lo modifica, pero dentro de los términos que fija el propio 361 ya que, en realidad, introduce un 
agregado al inciso primero que debe ser coherente con lo que el mismo artículo establece. Me parece 
que el gran cambio que tiene esta iniciativa es que usa la Ley de Faltas para habilitar la actuación, la 
que gira en torno al tratamiento y rehabilitación del adicto. 


SEÑOR CONDE.- Entonces, lo que queremos es elaborar una ley para definir cómo actuar cuando 
ocurre la conducta prevista en el actual artículo 361 del Código Penal, tal como quedó redactado por la 
Ley de Faltas. ¿Es así? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin cambiarlo en su sustancia. 
SEÑOR AGAZZ!I.- Se trata de un agregado que permita habilitar las acciones posteriores. 


SEÑOR GALLO..- Creo que la filosofía de la ley no cambia con este proyecto. La filosofía de la ley es 
resolver el problema que se presenta, desde el punto de vista sanitario, con aquellas personas que 
habiendo ingerido estupefacientes o drogas psicoactivas están en una situación de grave riesgo 
sanitario. El otro problema que hay que determinar es si en esa situación de grave riesgo sanitario no 
está alterando el orden público. Ambas situaciones se abordan de manera diferente. Desde el punto de 
vista sanitario se determina qué se va a hacer con esa persona -ya lo tenemos previsto-, pero puede 
suceder que también esté cometiendo una falta. Entonces, resolvemos el problema por separado o lo 
incluimos. En tal sentido creo que la filosofía inicial, como así también la de este proyecto de ley, fue la 
de incluirlo. Me parece que no está mal, porque de la manera cómo se instrumenta, inclusive, da la 
posibilidad de que lo primero sea resolver el problema sanitario; un grupo especial, interna, diagnostica 
y ve cuál es la situación. En el informe que elabora se dirá cuál es la situación clínica pero también qué 
acto estaba cometiendo, esto es si estaba defecando en la calle, realizando actos obscenos, etcétera. 
Por tal motivo se señala que se le comunicará al Juez, quien no solamente verá la historia clínica -que 
no le interesa tanto- sino también si realmente el acto que cometió constituye una falta y a posteriori 
determinará cuál es el procedimiento para resolver esa eventual falta. Por ese motivo se modifica el 
inciso. ¿Qué es lo que va a tener que hacer el Juez si mantenemos esto? Se va a ir a fijar en el Código 
de Faltas. Entonces, esa grave alteración psíquica que estaba teniendo la persona por consumo de 
estupefacientes o alcohol y que por los mismos medios provocare en otros dicho estado -esto es lo que 
dice- será evaluada por el Juez de acuerdo con esta redacción. Puede pasar que interprete que no 
cometió una falta y la situación quedará únicamente en la resolución del estado sanitario con el 
procedimiento de la internación. Insisto, el Juez puede entender que esa persona que fue conducida 
en grave situación de alteración psíquica, no cometió ninguna falta -aun cuando quien la trasladó crea 
que sí- y por consiguiente lo atinente a la Justicia queda fuera y sólo permanece la parte sanitaria, que 
es lo medular. Esa es la diferencia que hay con el primer artículo, que establecía la aplicación de la ley 
de entrada; el Juez actuaba y decidía si había que trasladarlo o no. El problema era el mismo pero 
estaba encarado de una manera represiva. La redacción actual lo aborda en primer término desde una 
óptica sanitaria, previendo la internación y el diagnóstico. Si la persona cometió una falta, es lo mismo 
que si no hubiera estado alcoholizada o bajo los efectos de estupefacientes. Por eso es que, a mi 
entender, el sentido no está mal. Confieso que no estaba de acuerdo con la primera redacción porque, 
reitero, establecía un criterio represivo. Sin embargo, ahora se da prioridad a la parte sanitaria. Si el 
individuo, además de tener una grave alteración psíquica, está cometiendo una falta actuará la Justicia, 
como corresponde. 


En definitiva, me parece bien que se incluya todo en una sola ley. De otro modo deberíamos 
separar estas cuestiones: por un lado internar a la persona y por otro hacer un procedimiento de 
conducción más vinculado al Ministerio del Interior. Globalmente, la filosofía está bien y está de 
acuerdo con la propia redacción, más allá de la modificación que se introduce acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una consideración. Los artículos 9 y 10 imponen al Magistrado, 
independientemente de si hubiera o no falta -porque no se menciona esa circunstancia-, la internación 
de la persona contra su voluntad. Concretamente se establece que en aquellos casos, que a juicio del 
equipo técnico, sea conveniente la permanencia en el centro asistencial, dentro de las referidas 24 
horas, se deberá producir un nuevo informe a los efectos de que el Juez actuante resuelva respecto de 
la eventual internación y su plazo, o en su defecto, el egreso de la persona. Me da la impresión de que 
aquí el Juez no actúa sobre la base de si se produjo o no una falta tal cual está tipificada en el Código 
Penal, sino que lo hace en función de un informe técnico médico. Por su parte, el artículo 10 abunda 
más en esto ya que señala que en el caso de que el Magistrado actuante determine la internación de la 
persona, ordenará en el mismo acto que el equipo técnico del centro asistencial elabore un informe 
definitivo con la indicación de las medidas terapéuticas a imponerse y el tiempo estimado en el cual se 
desarrollarán las mismas, las que se llevarán a cabo en el establecimiento público o privado que 
corresponda. Está bien la relación con el Código de Faltas, pero si en la opinión del Magistrado 


actuante no hubiera existido falta de todos modos puede mantener al individuo internado en base a 
consideraciones técnicas. 


SEÑOR GALLO.- Y en base, también, a la propia ley de estupefacientes donde, específicamente, se 
dice cómo puede ser la internación: voluntaria, por indicación médica o por disposición judicial. La 
persona que está diagnosticada y requiera de internación para ser tratada puede negarse. En ese caso 
la ley autoriza a la internación compulsiva y es ahí donde intervendría el Juez, previo informe del 
equipo técnico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La que establece los tres tipos de internación es la Ley de Psicópatas, de 
1936. El artículo 40 de la Ley de Estupefacientes -que sería derogado pro este proyecto de ley- 
establece: “El que fuere sorprendido consumiendo sustancias estupefacientes o usando indebidamente 
sicofármacos o en circunstancias que hagan presumir que acaba de hacerlo portando estupefacientes 
para su uso personal, deberá ser puesto a disposición del Letrado de Instrucción de Turno, a fin de que 
éste ordene un examen del detenido por el médico de la Comisión Nacional de Lucha contra las 
Toxicomanías y por el médico forense, quienes deberán producir su informe dentro de las veinticuatro 
horas. Si del examen resultare tratarse de un drogadicto, el Juez impondrá el tratamiento en un 
establecimiento público o privado o en forma ambulatoria pero siempre sujeto a los controles médicos 
que establezca la referida Comisión Nacional. 


El cumplimiento de esta medida, así como su cese, quedará sometido al sistema de 
garantías establecido en la ley 9.581, de 8 de agosto de 1936”. Cabe aclarar que la Ley N* 9.581, “Ley 
de Psicópatas”, establece los tres tipos de internación a que hacía referencia el señor Senador Gallo. 


SEÑOR GALLO.- Es por esa razón, señor Presidente, que habría que derogar ese artículo porque 
establece, precisamente, un mecanismo que no queremos. De esa forma, la persona que es 
sorprendida en esa circunstancia es enviada al Juez, quien determinará lo pertinente. Es decir que se 
trata de un mecanismo completamente diferente que, según la filosofía del proyecto de ley, es 
inaplicable. Sin embargo, la Ley de Psicópatas aún está vigente con respecto a la internación, ya que 
la persona puede ser internada de tres maneras: por su propia voluntad, por indicación médica o por 
disposición judicial o policial. A mi juicio, este proyecto de ley le da la posibilidad al Juez de determinar 
la internación del paciente en caso de que el mismo se niegue. La situación es totalmente diferente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Los señores Senadores desean realizar alguna otra consideración respecto 
al artículo 1%? 


SEÑOR AGAZZI.- Prácticamente, hemos ido considerando todo el proyecto de ley. 


SEÑOR GALLO.- No hay más remedio que hacerlo. La idea es -como lo expresaba el señor Senador 
Conde- saber si estamos de acuerdo o no con la filosofía del proyecto de ley; luego, podremos 
modificarlo. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente, pido disculpas, pero tengo que retirarme por un momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría llegar a alguna conclusión con respecto al artículo 1*. 
Personalmente, había propuesto que la División Estudios Legislativos junto con la Cátedra de 
Toxicología, hiciera una propuesta sobre cuál es la mejor manera de definir las sustancias a que refiere 
el proyecto de ley. 


¿Los señores Senadores están de acuerdo? 
(Apoyados.) 


SEÑOR CONDE.- En la sesión del 10 de setiembre, hice mención a la necesidad de hacer consultas 
jurídicas en el área penal, porque uno de los complejos temas en esta materia es tener incorporados 
los campos sanitario y penal en una misma ley. Creo que esa es una de las complejidades mayores. 


Habría que definir las consultas que vamos a hacer en el campo jurídico, específicamente en el 
jurídico-penal. Tal vez, se pueda convocar al Instituto de Derecho Penal o alguna otra entidad a efectos 
de realizar las consultas que se consideren pertinentes. 


SEÑOR GALLO..- El proyecto de ley incluye dos aspectos: el sanitario y el penal. Si bien creo que 
como concepto está bien, no sé si, desde el punto de vista jurídico, es correcto. 


SEÑOR MEZZERA.- El artículo 5% hace referencia al aspecto penal, pero no hace hincapié en lo que 
pretendemos lograr con esta ley ya que el agregado que hacemos en el artículo 5* no tipifica una falta, 
sino que dice que en caso de que la falta sea producida por el uso de sustancias estupefacientes, se le 
dará atención sanitaria; no agrava el delito. Es decir que de penal no tiene nada, salvo el hecho de que 
se lo conducirá -reitero- en caso de que la conducta se ajuste a la descrita en ese numeral; no es una 
conducta penal. Creo que si no se hiciera ese agregado, con la nueva ley que estamos elaborando, el 
Juez igualmente utilizaría ese procedimiento. 


Más adelante, el artículo 10, establece que el Magistrado actuante ordenará lo que se 
establece en el artículo 5%. Es decir que en el artículo 5%, agregamos un inciso que determina internar a 
la persona, y en el artículo 10 también se dice que el Magistrado actuante determinará su internación. 
No sé, entonces, hasta qué punto es necesario agregar un artículo penal que establezca que hay que 
internar a la persona, cuando estamos elaborando una ley cuya intención es, justamente, internarla. 
Creo que sería redundante hacerlo. 


SEÑOR GALLO.- El Juez tiene dos posibilidades de intervenir. Una, decretando la internación 
involuntaria como la ley así lo determina; otra, aplicando o no la Ley de Faltas. Son dos cosas 
diferentes que van por caminos distintos. Me gustaría saber si es posible, en una misma ley, 
incursionar en ambos aspectos. Considero que la consulta es absolutamente necesaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Conde -cuando el señor Senador Agazzi se ausentó 
momentáneamente- nos hizo recordar que había planteado la necesidad de formular determinadas 
consultas jurídicas, fundamentalmente en el área penal. Concretamente, sugirió convocar al Instituto de 
Derecho Penal, sin perjuicio de que se pueda consultar a otra entidad. 


SEÑOR AGAZZI.- En primer lugar, el artículo 5% agrega al numeral 1 del artículo 361 del Código Penal 
algo que no tenía ese numeral. Es decir que el Código Penal establece nada más que una sanción, 
antes era una multa, ahora es trabajo comunitario. Lo que aquí se agrega es que en caso de que la 
conducta sea producida por sustancias estupefacientes, a la persona se le deberá procurar atención 
sanitaria inmediata y en caso que corresponda, será trasladada a un centro de desintoxicación que se 
disponga a esos efectos. Es decir que no solo se lo multa sino que se lo conduce a un centro de 
desintoxicación. 


Creo que en el artículo 10, el Juez hace otra cosa: indica las medidas terapéuticas y el 
tiempo estimado en el cual se desarrollan, que es lo que pasa después de la desintoxicación. Lo que 
estamos agregando al artículo 361 del Código Penal es el tratamiento de desintoxicación, primera 
etapa del tratamiento: si la persona está bajo los efectos de sustancias estupefacientes, debe 
desintoxicarse. Allí se dispone también quién hace el traslado al centro asistencial. Creo que todos 
partimos de la base de lo que informó la Junta Nacional de Drogas en cuanto a que a quienes están 
afectados por esas sustancias se les debe desintoxicar, deshabituar y socializar; son las etapas 
clásicas del tratamiento. 


Reitero que, a mi juicio, lo que se le agrega al numeral 1 del artículo 361 del Código Penal 
refiere solo a la desintoxicación, lo que luego se corresponde con las decisiones para un tratamiento 
posterior a la desintoxicación. 


Es cuanto quería agregar a efectos de tener una visión global. 


SEÑOR GALLO..- La multa se sustituye por la decisión de internación. 


SEÑOR CONDE.- Creo que aún nos encontramos en una zona de confusión. Leyendo las versiones 
taquigráficas anteriores, el señor Senador Lacalle decía que estábamos hablando de una pena. Se ha 
interpretado que la internación voluntaria sustituye la pena de trabajo comunitario. Si seguimos esa 
interpretación, estamos en el ámbito penal; pero si no lo hacemos -ahí exploro el camino marcado por 
el señor Senador Mezzera-, pienso que no debería colgarse toda esta ley del artículo 361 del Código 
Penal. Tendría que ser una redacción exactamente inversa que, por ejemplo, dijera: “Sin perjuicio de lo 
establecido por el artículo 361 del Código Penal,” -es decir, sin perjuicio de que opere la Ley de Faltas- 
“la persona que fuere hallada en estado grave de alteración psíquica o física producida por...” -ahí 
podemos nombrar las sustancias que se quiera- “se le procurará atención sanitaria inmediata, 
pudiendo ser traslada a un centro de desintoxicación.” Aquí el enfoque es totalmente distinto. Si tuviera 
que dar una opinión ahora mismo, me inclinaría por ese segundo enfoque. En lugar de colgar ese 
artículo del Código Penal, diría: “Sin perjuicio de lo que establece el Código Penal” -y que pueda operar 
la Ley de Faltas- la persona que se encontrare en este estado deberá ser trasladada a un centro de 
desintoxicación.” Ahí operan dos aspectos en paralelo: el penal y el sanitario. 


Es el Juez quien tendrá que dilucidar lo que acaba de señalar el señor Senador Gallo: si el 
individuo es imputable o no. Porque si un individuo comete una falta en estado grave de alteración 
psíquica -no voy a ingresar en el Derecho Penal- el Juez tendrá que decidir si es imputable o no. 


Me parece que esta ley sería mucho más específica si se encarara como una ley que arranca 
con su filosofía diciendo que sin perjuicio de lo establecido por el Código Penal, operará determinada 
cosa, en lugar de agregarle un segundo inciso al artículo 361 del Código Penal porque, de esa manera, 
quedamos prisioneros de esa conducta bajo los efectos de determinadas sustancias, generándose el 
debate sobre las sustancias que ya tuvimos acá y que no hemos resuelto aún. 


SEÑOR MEZZERA.- Avalando lo expresado por el señor Senador Conde, el artículo 14 establece que 
los jueces competentes serán los de los Juzgados de Faltas en el Departamento de Montevideo y los 
Juzgados de Paz del resto del país. Quizás el Juez Penal no intervenga; se trata de jurisdicciones 
diferentes. 


SEÑOR GALLO.. Si la persona, en la condición que esté, comete una falta, esa falta debe tener una 
sanción. Aquí se cambia la sanción: se pasa de la multa a la internación. No sé si es válido que la 
sanción sea la internación. 


SEÑOR CONDE.- En lo expresado por el señor Senador Gallo radica el tema. 


Nosotros no podemos decidir cambiar el Código Penal; acabamos de hacer una ley para que 
se aplique de determinada manera. Creo que el asunto va por otro lado porque tomamos al individuo 
en estado de grave alteración -incluso, manejando las sustancias con otro criterio que puede ser 
más amplio que el del artículo 361- y por el proyecto de ley que estamos analizando ahora, 
establecemos que se lo debe conducir involuntariamente a un proceso de desintoxicación, etcétera, 
etcétera. 


Ahora bien, no podemos decidir, por lo menos sin pasar por la Comisión de Constitución y 
Legislación, que esto sustituya a las faltas porque, de ser así, habría que volver a modificar el Código 
Penal y no lo podemos hacer nosotros. Por tanto, si la primera idea clara que tenemos es que esto no 
sustituye las faltas no estamos en el terreno del Código Penal; entonces, para qué vamos a hacer una 
ley “colgándola” del artículo 361 del Código Penal; lo dejamos como un texto autónomo, separado, 
cuyo enfoque, además, sea precisamente el inverso. Sin perjuicio de que se aplique el Código Penal -y 
eso lo decidirá el Juez- hay que explicar estas pautas sanitarias que se regulan por esta otra ley. 


SEÑOR MEZZERA.- Ese concepto que a mí me parece correcto supone que la internación no es una 
pena. 


SEÑOR CONDE.- Justamente. 


SEÑOR MEZZERA.- La multa se aplica por la conducta tipificada en el Código Penal y después se lo 
interna para precaver su salud o la seguridad de terceros. Por ejemplo, si a una persona le da un 
infarto en la calle, se la interna aunque no quiera y se le da el tratamiento necesario, aunque no quiera 
y eso no es una pena. 


(Dialogados.) 


SEÑOR AGAZZI.- La lógica que tuvo la ley original fue que la persona que se encontrara en esta 
situación ingresara a un centro asistencial. Sucede que todos los informes que recibimos sostenían que 
eso era contrario a lo que establece la Constitución en materia de la libertad de la persona y que es 
inconstitucional. 


SEÑOR MEZZERA.- Si la persona se quiere ir, se va. 


SEÑOR AGAZZI.- Todos tenemos el informe del Colegio de Abogados que es muy detallado. Por eso, 
había un delito que ya existía, a la Junta Nacional de Drogas le pareció mejor entrar por ahí, para que 
no se diera la posibilidad de cometer un agravio a la Constitución tomando una decisión administrativa 
en algo que, desde el punto de vista técnico, es necesario hacer. 


SEÑOR MEZZERA.- Tampoco la falta permitiría internarlo porque paga 10 UR y se va. 
SEÑOR CONDE.- La falta no permite la detención. 
(Dialogados.) 


SEÑOR GALLO.- A lo máximo se resuelve el problema de la persona que comete una falta en esa 
situación, y si el artículo 6* lo tipifica como tal el juez aplica una sanción. ¿Cuál es la sanción? Se 
cambia la multa por la internación, esa es la clave del proyecto de ley. 


SEÑOR CONDE.- Pero eso es entrar en el terreno penal y lo tenemos que hacer en consulta con la 
Comisión de Constitución y Legislación. 


(Dialogados.) 


SEÑOR AGAZZI.- Hasta hoy, si esta iniciativa no se aprueba, una persona que está en estado de 
alteración psíquica por el consumo de alcohol o estupefacientes tiene que pagar con trabajo 
comunitario. Hasta hoy es una falta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y lo internaban. 
SEÑOR AGAZZI.- Hoy no lo dice. 
(Dialogados.) 


-Es la forma que lo establece la ley de estupefacientes. En realidad, de acuerdo a esta 
iniciativa, si se cometió esa falta, es atendido sanitariamente para desintoxicarlo primero y después se 
comienza un tratamiento para protegerlo a él. 


Si esto está permitido por la Ley de Faltas, otra ley también podría permitirlo. 


SEÑOR CONDE.- La Ley de Faltas no permite la internación, pero si entramos en ese campo, vuelvo 
al punto de partida; entonces, fue toda una excursión exploratoria que vuelve al punto de partida. Por 
eso, creo que tenemos que hacer una consulta al Instituto de Derecho Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que sí se debe realizar una consulta con el Instituto de Derecho 
Penal, pero también estoy pensando si no sería conveniente, además, una consulta con el Instituto 
Técnico Forense. Acá hay dos vertientes del problema. Por un lado, está la vertiente de la comisión de 
una falta y, por otro, la del deber de preservar al individuo en su salud, evitando que continúe siendo 
una amenaza para sí y para otros. No sé quiénes son las personas más adecuadas para convocar, por 
eso, sería bueno que se lo hiciéramos saber a Secretaría. 


SEÑOR CONDE.- Creo que sería bueno comenzar con el Instituto de Derecho Penal. 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y a quién se consultaria? 

SEÑOR CONDE.- Se puede consultar al doctor Langón que diga quién puede ser. 

SEÑOR GALLO..- Ya vino gente del Instituto de Derecho Penal. También vino el doctor Ramírez. 
(Dialogados.) 


SEÑOR MEZZERA .- También está el Instituto de Derecho Civil. Seguramente el doctor 
Ramírez vino por el tema de la filiación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no tenemos claro el camino para citar a las Madres de la Plaza; me 
parece que no tenemos un proyecto de ley que esté claro. 


(Dialogados.) 


SEÑOR CONDE.- Yo lo tengo muy claro y comparto la filosofía. Ahora bien, los informes jurídicos nos 
dicen que no lo podemos hacer porque es inconstitucional, lo que me sorprende porque por qué no se 
ha impugnado como inconstitucional el decreto-ley vigente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- O la ley del psicópata. 


SEÑOR CONDE.- La ley del psicópata podría ser más discutible porque la Constitución obliga a 
proteger en la salud. Desde el punto de vista de la libertad es claramente inconstitucional, desde el 
punto de vista del deber de proteger la salud de la gente, no sé si lo es tanto. Estamos en un campo 
complicado. 


(Dialogados.) 

SEÑOR AGAZZI.- Quizás por eso no se aplicó. 
SEÑOR CONDE.- No se aplicó porque no se resolvió. 
(Dialogados.) 


SEÑOR MEZZERA .- En la próxima sesión, cuando pasemos al artículo 2% se nos va a 
presentar un problema con el Consorcio público integrado por estos organismos. ¿Por qué? Porque la 
Constitución determina cuáles son los organismos públicos, como el Poder Ejecutivo y también refiere 
a los entes autónomos y servicios descentralizados. Pero también veo que algunos otros organismos 
no tienen personería jurídica, entonces no sé qué características va a tener esto porque se puede crear 
como un ente autónomo, un servicio descentralizado, una persona pública no estatal, en fin, habría que 
ver qué figura habría que darle. 


SEÑOR GALLO..- Ahí vamos a tener que consultar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se suspende a partir de este momento la versión grabada de esta Comisión. 


(Así se hace.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


